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SALA CIVIL COLEGIADA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.

Durango, Dgo., a cuatro de junio de dos mil diecinueve.


V I S T O S, el toca número 34CC/2019, y los autos originales del juicio ORDINARIO CIVIL, promovido por ---------------------- en contra de -------------------------- y --------------------------, turnado por la Oficialía de Partes al Juzgado Segundo de lo Civil del Primer Distrito Judicial con residencia en esta Ciudad, expediente número 229/2014, para resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandada, mediante escrito recibido el siete de diciembre del año próximo pasado, en contra de la sentencia definitiva del veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho; y,

R E S U L T A N D O:


Ú N I C O.- En la sentencia definitiva identificada en el preámbulo, se resolvió:

“…PRIMERO.- La parte actora C. ---------------------- probó su acción, la demandada C. ------------------------ no justificó sus excepciones ni la acción en reconvención y la actora reconvenida --------------------------------- justificó sus excepciones, y el ------------------------------ sí contestó la demanda instaurada en su contra, en consecuencia: SEGUNDO.- Se declara que la C. --------------------------- se ha convertido de poseedora en propietaria del inmueble ubicado  en el Lote --------------------------- de esta ciudad, con una superficie de 270.00 metros cuadrados, con las medidas y colindancias señaladas en el cuerpo del escrito de demanda y en el certificado de Búsqueda emitido por ------------------, para no lesionar derechos de terceros.- TERCERO.- Una vez que cause ejecutoria esta sentencia, remítase copia certificada de la misma al C. -------------------------- para su in4scripción y que sirva de Título de Propiedad a la parte actora.- CUARTO.- Por no encontrarnos en ninguno de los casos del artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles, no se hace especial condenación en costas.- NOTIFÍQUESE…”.


Admitido en ambos efectos y emplazadas las partes, se remitieron las actuaciones del juicio principal a este Tribunal para la substanciación de la alzada.


Por sorteo verificado en sesión ordinaria del H. Pleno, correspondió su conocimiento a esta Sala, elaborar el proyecto a la primera ponencia, se formó el toca, confirmándose la admisión del recurso y la calificación del grado, se pusieron las actuaciones a disposición de la apelante para que dentro del término de seis días expresara agravios, los que obran agregados en escrito recibido el trece de febrero de dos mil diecinueve, con los que se dio vista a la contraria para que manifestara lo que a sus intereses conviniera, y una vez evacuada, por ser el estado procesal de los autos se citó para oír sentencia, término que fue suspendido el veinticuatro de mayo del presente año, en virtud de que el Magistrado Doctor JOSÉ ISMAEL RIVERA ALVARADO, se excusó de conocer en este toca, designándose en su sustitución a la Doctora EMMA GARIBAY AVITIA, Magistrada Segunda de la Sala Civil Unitaria, citándose nuevamente para sentencia, que es la que hoy se pronuncia; y,

C O N S I D E R A N  D O:


ÚNICO.- Que el primero y tercero de los agravios hechos valer por la apelante ------------------------, se estudian conjuntamente dada la estrecha relación que guardan entre sí, resultando fundados, operantes y suficientes para revocar la sentencia definitiva recurrida, resultando sustancialmente fundados y suficientes para revocar la sentencia apelada, en esencia, porque la usucapista --------------------------, no asumió la carga de la prueba para justificar plenamente el “justo título” que invocó como “poseedor de buena fe” del inmueble materia de la litis. 


Se explica, los artículos 799, 819 y 1138, fracciones I, y III del Código Civil del Estado, establecen:


“Art. 799.- Es poseedor de buena fe el que entra en la posesión en virtud de un título suficiente para darle derecho de poseer, También es el que ignora los vicios de su título que le impiden poseer un derecho.


Es poseedor de mala fe el que entra en la posesión sin título alguno para poseer; lo mismo que el que conoce los vicios de su título que le impiden poseer con derecho.


Entiéndase por título la causa generadora de la posesión.”


“Art. 819.- Sólo la posesión que se adquiere y disfruta en concepto de dueño de la cosa poseída puede producir la prescripción.”


“Art. 1138.- Los bienes inmuebles se prescriben:


I.- En cinco años, cuando se poseen en concepto de propietario, con buena fe, pacífica, continua y públicamente;


… III.- En diez años, cuando se posee de mala fe, si la posesión es en concepto de propietario, pacífica, continua y pública;…”


Como se puede advertir, nuestra legislación distingue entre el poseedor originario de buena fe y de mala fe, exigiendo un plazo más corto, -por regla general, de cinco años- para prescribir quien posee de buena fe e imponiendo uno más largo -diez años- a quien lo hace de mala fe.


Se estima poseedor originario de buena fe el que, durante el lapso que requiere la ley para que opere la prescripción, ha poseído con base en un “justo título”, en el entendido de que desconoce los vicios que su título pueda tener, ya que en el momento que conozca alguno de los vicios de su título se convierte en poseedor de mala fe;  sin embargo, la ley no define, en forma precisa, lo que debe entenderse por “justo título”, sólo lo equipara a la causa generadora de la posesión.


Es cierto que el justo título es la causa generadora de la posesión en el poseedor de buena fe, porque viene a ser la causa o razón que le da derecho a poseer en concepto de propietario, empero, este concepto no es útil para distinguir la buena fe de la mala fe, en este último caso también existe una causa generadora de la posesión que conviene ser probada y no es un justo título.


Y es que, la causa generadora de la posesión es el acto u hecho que le da origen, ya sea de buena o mala fe, y que debe revelarse y probarse en el juicio de usucapión para evidenciar si se trata de una posesión originaria, en concepto de propietario, y descartar una posesión derivada que en ningún caso puede dar lugar a la usucapión.


Por su parte, el “justo título” se estima equivalente a un acto jurídico; es un acto traslativo de dominio que la doctrina ha denominado “imperfecto” puesto que por sí solo no puede trasferir el dominio, sino que tiene algunos vicios que la usucapión está destinada a subsanar.


Empero, no puede tratarse de “cualquier acto jurídico”, sino aquel “suficiente” para poseer en concepto de propietario, “ser o creerse fundadamente bastante” para transferir el dominio. 


Esto es, no puede bastar la mera creencia subjetiva del poseedor de que celebró un acto traslativo de dominio, si dicho acto no tiene bases objetivas, ya que, entonces, la creencia no sería lo suficientemente fundada para transmitir el dominio; esto no quiere decir que se exija un título perfecto, tampoco lo será un acto “negligente”, que evidencia que el poseedor no tuvo el menor cuidado de cerciorarse si la persona con la que celebraba el acto jurídico tenía la propiedad o facultad de disponer del bien.


En efecto, si bien la usucapión puede derivar tanto de un título objetivamente válido, como de uno que sea subjetivamente válido, por originar una creencia fundada respecto de la transmisión del dominio del bien, también lo es que esa creencia tendrá que ser seria y descansar en un error que en concepto del juez sea fundado, que se trate de un error que “en cualquier persona” provoque una creencia respecto de la validez del título.


Por tanto, no basta acreditar que el bien inmueble de que se trate esté inscrito en el Registro Público de la Propiedad a favor de una persona diversa al usucapista, sino que ésta necesitará aportar las pruebas para acreditar que objetivamente existían bases suficientes para creer fundadamente que el causante podía disponer del bien.


Entonces, si se trata de un inmueble que está inscrito en el Registro Público de la Propiedad, como su nombre lo dice, es público, y por tanto, todas las personas están en posibilidades de acceder a él, lo idóneo sería cerciorarse respecto a quien es el titular registral del bien, para conocer si existe un vínculo entre esa persona y quien pretende transmitirlo; en síntesis, es necesario demostrar cierta diligencia, cierto interés en conocer cuál es el origen del título que aduce tener el causante del usucapista, y demostrar en el juicio porqué se consideró que ese título era suficiente para transmitirle el dominio del bien, de otra forma, no puede ser fundada y seria la creencia de haber celebrado el acto traslativo de dominio con el dueño.


En esa virtud, si la ley prevé la posibilidad de usucapir en un plazo más corto (cinco años) sólo en aquéllos casos en que se acredite la existencia de un justo título y por éste se entiende un título suficiente para poseer en concepto de propietario, así como una creencia fundada y seria de que se celebró un acto jurídico “bastante” para adquirir el dominio del bien; es evidente que para acreditar estar en ese supuesto, deben ofertarse pruebas suficientes para demostrar que objetivamente era posible concluir que el enajenante tenía la propiedad del bien o facultades de disposición, ya que, de otra forma, no es factible concluir que “cualquier persona” caería en el error.


Así las cosas, todo aquél que no demuestre un nivel mínimo de diligencia, estará en condiciones de prescribir, pero en el plazo más largo de diez años, ya que, de otra forma, se estará ampliando injustificadamente el régimen especial que el legislador creó para aquellas personas que prueban que su creencia en la validez de su título es fundada, lo cual requiere de circunstancias objetivas y no apreciaciones meramente subjetivas ajenas a la realidad.


Las consideraciones expuestas forman parte de la  ejecutoria que dio origen a la tesis de Jurisprudencia por Contradicción número 1a./J. 82/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página 200, Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, que dice:  

“PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. AUNQUE LA LEGISLACIÓN APLICABLE NO EXIJA QUE EL JUSTO TÍTULO O ACTO TRASLATIVO DE DOMINIO QUE CONSTITUYE LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN DE BUENA FE, SEA DE FECHA CIERTA, LA CERTEZA DE LA FECHA DEL ACTO JURÍDICO DEBE PROBARSE EN FORMA FEHACIENTE POR SER UN ELEMENTO DEL JUSTO TÍTULO (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 9/2008). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia citada, estableció que para la procedencia de la acción de prescripción positiva de buena fe es indispensable que el documento privado que se exhiba como causa generadora de la posesión sea de fecha cierta, porque: a) se inscribió en el Registro Público de la Propiedad; b) fue presentado ante algún funcionario por razón de su oficio; o, c) alguno de sus firmantes falleció. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema lleva a apartarse de ese criterio y, por ende, a interrumpir dicha jurisprudencia, ya que, tanto la certeza de la fecha como la celebración misma del acto jurídico traslativo de dominio, incluyendo la autenticidad del documento, pueden acreditarse con diversos medios de prueba que deben quedar a la valoración del juzgador, además de que el cumplimiento con alguno de los tres requisitos señalados no es óptimo para acreditar el "justo título". En efecto, el justo título es un acto traslativo de dominio "imperfecto", que quien pretende usucapir el bien a su favor cree fundadamente bastante para transferirle el dominio, lo que implica que esa creencia debe ser seria y descansar en un error que, en concepto del juzgador, sea fundado, al tratarse de uno que "en cualquier persona" pueda provocar una creencia respecto de la validez del título. Por tanto, para probar su justo título, el promovente debe aportar al juicio de usucapión las pruebas necesarias para acreditar: 1) que el acto traslativo de dominio que constituye su justo título tuvo lugar, lo cual debe acompañarse de pruebas que demuestren que objetivamente existían bases suficientes para creer fundadamente que el enajenante podía disponer del bien, lo cual prueba cierta diligencia e interés en el adquirente en conocer el origen del título que aduce tener su enajenante; 2) si el acto traslativo de dominio de que se trata es oneroso, que se hicieron pagos a cuenta del precio pactado; en caso contrario, tendrá que probar que la transmisión del bien se le hizo en forma gratuita; y, 3) la fecha de celebración del acto jurídico traslativo de dominio, la cual deberá acreditarse en forma fehaciente, pues constituye el punto de partida para el cómputo del plazo necesario para que opere la prescripción adquisitiva de buena fe; además de probar que ha poseído en concepto de propietario con su justo título, de forma pacífica, pública y continua durante cinco años, como lo establecen los Códigos Civiles de los Estados de México, de Nuevo León y de Jalisco. De manera que todo aquel que no pueda demostrar un nivel mínimo de diligencia, podrá prescribir, pero en el plazo más largo de diez años, previsto en los códigos citados, ya que, de otra forma, se estará ampliando injustificadamente el régimen especial que el legislador creó para aquellas personas que puedan probar que su creencia en la validez de su título es fundada, con base en circunstancias objetivas, y no apreciaciones meramente subjetivas ajenas a la realidad. Así, la procedencia de la prescripción adquisitiva que ejerce un poseedor que aduce ser de buena fe, tendrá que cimentarse en la convicción que adquiera el juzgador de la autenticidad del propio título y de la fecha a partir de la cual se inició la posesión en concepto de propietario, con base en la valoración de los diversos medios de convicción que ofrezca la parte actora para demostrar que es fundada su creencia en la validez de su título, debiendo precisar que la carga de la prueba recae en la parte actora.”
Este criterio interpretativo, de observancia obligatoria según lo marca el artículo 217 de la Ley de Amparo, surge, entre otros, de los razonamientos transcritos en este fallo, los que, para el punto que nos interesa, condujeron a sustentar el criterio respecto a que en la acreditación del ‘justo título’ que constituye la causa generadora de la posesión de buena fe, se requiere primeramente demostrar que el acto traslativo de dominio tuvo lugar, para lo cual deben acompañarse pruebas que acrediten objetivamente que existían bases suficientes para creer fundadamente que el enajenante podía disponer del bien, esto es, probar como ya se anotó líneas atrás, cierta diligencia e interés en el adquirente en conocer el origen del título que aduce tener su enajenante, de otra forma, no puede ser fundada y seria la creencia de haber celebrado el acto traslativo de dominio con el dueño; situación que no se acreditó en la especie, toda vez que --------------------------- exhibe para acreditar su justo título, un recibo/contrato por el que supuestamente,  el once de febrero de mil novecientos setenta y siete, ---------------------- (vendedor), recibió de ----------------------- y ------------------------------ (compradores), el dinero correspondiente al pago total de la compraventa del inmueble materia de controversia, siendo que aquél nunca fue su propietario, según se desprende del título de propiedad de la demandada -------------------------, pues en su apartado relativo a las “DECLARACIONES”, concretamente, en la primera de ellas, se asienta que en esa fecha el inmueble en cuestión era propiedad del----------------------, virtud a un decreto presidencial del ---------------------, por el que se expropió un terreno (dentro del que se encuentra el que es materia de controversia) perteneciente al Ejido ----------------------, del ------------------; contrato privado de compraventa celebrado por ------------------ (compradora) y la -------------------------- (vendedora) del -----------------, que la propia actora acompañó al presente juicio y al que se le dio valor probatorio pleno por la Juez natural. 

Luego, ante el hecho de que el origen de la posesión proviene de quien nunca tuvo la propiedad del bien poseído, entonces en la acreditación del justo título que, según ------------------------- le otorga una posesión de “buena fe” sobre el bien perseguido, no basta la exhibición del recibo/contrato informal de compraventa respectivo y la presunción legal que le ampara de poseer con esa calidad, es decir, ignorando el vicio de su título, dado que para crear convicción plena al respecto, esto es, para tener por demostrado que efectivamente aquélla tenía la creencia seria y fundada de que su título era válido y le transmitía el dominio, debió demostrar cierta diligencia, cierto interés en conocer cuál era el origen del título de su vendedor y demostrar en el juicio porqué se consideró que era suficiente para el efecto destacado;  de otra forma, no es posible decir que ese acto se celebró con quien se creyó que era el  dueño del bien, ni sostener que se incurrió en un error que “en cualquier persona” podía haber provocado una creencia respecto de la validez del título.

Ahondado en el tema, esta Sala considera que ante la particularidad detectada consistente en que el causante de la usucapista nunca fue propietario del bien que le transmitió, no basta la sola presunción de que ésta ignoraba esa situación para tener por acreditado el justo título o causa generadora de su posesión de buena fe, si no existe prueba de que cuando menos realizó un nivel mínimo de diligencia para crearse la convicción de que, efectivamente, quien le vendió a ella y a su esposo, tenía la propiedad del bien en cuestión. Y es que, no podemos soslayar que según el criterio jurisprudencial que nos sirve de fundamento, la procedencia de la prescripción adquisitiva que ejerce un poseedor que aduce ser de buena fe, tendrá que cimentarse en la convicción que adquiera el juzgador de la autenticidad del propio título y de la fecha a partir de la cual se inició la posesión en concepto de propietario, todo ello con base en la valoración de los diversos medios de convicción que ofrezca quien pretende prescribir para demostrar que es fundada su creencia en la validez de su título, circunstancia que en autos no se satisface, puesto que ninguna de las pruebas aportadas por la usucapista versan sobre ese punto, en virtud de que las documentales exhibidas, de la confesional a cargo de la demandada en lo principal y de la testimonial de ---------------------- no se advierten datos relativos a las diligencias realizadas por -------------------------------, para conocer el origen del título de su causante que lo condujeron a la creencia seria y fundada de que era el propietario del bien que supuestamente le vendió a ella y a su esposo ------------------- de donde se sigue que no justificó el justo título o causa generadora de su posesión de buena fe.

En tales condiciones la acción de prescripción positiva no puede prosperar, de ahí que deba revocarse la sentencia recurrida que proveyó lo contrario; y, puesto que en la materia procesal en que se actúa no existe el reenvío, este órgano colegiado, actuando con plenitud de jurisdicción se pronuncia sobre la acción de reivindicación cuyo estudio, como bien dice la apelante en agravio, se omitió en primera instancia.

Fundamenta tal proceder, la tesis de Jurisprudencia número 57, procedente de la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible a página 38, Tomo IV, Parte SCJN, materia Civil, Sexta Época, Apéndice de 1995, que establece:

“APELACIÓN, FACULTADES DEL TRIBUNAL DE. En el sistema procesal en que no existe reenvío, el tribunal de apelación debe examinar y resolver, con plenitud de jurisdicción, las cuestiones indebidamente omitidas en la sentencia apelada, reclamadas en los agravios, sin limitarse a ordenar al inferior que las subsane, porque debe corregirlas por sí mismo.”

Previo a realizar el estudio referido, cabe precisar que si bien, es verdad que existe tesis de jurisprudencia en el sentido de que la acción real reivindicatoria será improcedente cuando exista entre el actor y demandado un vínculo jurídico que dio lugar a la posesión derivada, en cuyo caso debe ejercitarse la acción personal respectiva; dicho criterio no tiene aplicación en la especie, dado que la demandada en reconvención negó tener la posesión derivada y afirma disfrutarla en concepto de propietario, -tan es así, que demandó la prescripción positiva del bien de que se trata-; por lo que, en tal virtud, ------------------------ en su calidad de dueña de la cosa poseída válidamente pudo también intentar contra ------------------------- en su carácter de poseedora, la acción real reivindicatoria para que este órgano jurisdiccional decida sobre el derecho de propiedad que en su favor alega la reivindicante, frente a idéntico derecho de propiedad que para sí reclama la poseedora. Cuestión que al no haberse examinado y resuelto por la Juez de primer grado, como ha quedado asentado supra líneas, se hará por este Tribunal de Alzada. Sirve de fundamento a lo que precede, la Tesis de Jurisprudencia que en seguida se transcribe:

“ACCIÓN REIVINDICATORIA, PROCEDENCIA DE LA, CUANDO EL DEMANDADO NIEGA TENER POSESIÓN DERIVADA.- La tesis jurisprudencial relativa a la improcedencia de la acción real reivindicatoria cuando existe entre actor y demandado un vínculo jurídico que dio lugar a la posesión derivada, en cuyo caso debe ejercitarse la acción personal respectiva, no tiene aplicación cuando el demandado niega tener la posesión derivada y afirma disfrutarla en concepto de propietario, en cuyo caso el dueño de la cosa poseída puede intentar contra el poseedor la acción real reivindicatoria para que el órgano jurisdiccional decida sobre el derecho de propiedad que en su favor alega el reivindicante, frente a idéntico derecho de propiedad que para sí reclama el poseedor.” (Apéndice de 2011, Tercera Sala, Sexta Época, Tomo V. Civil Primera Parte - SCJN Primera Sección - Civil Subsección 2 – Adjetivo, Tesis 158, Página 168, Número de Registro Digital 1012757)

Una vez asentado lo anterior, procede decir que al efecto, el artículo 4º. del Código de Procedimientos Civiles, dispone: 

“La reivindicación compete a quien no está en posesión de la cosa, de la cual tiene la propiedad, y su efecto será declarar que el actor tiene dominio sobre ella y se la entregue el demandado con sus frutos y accesiones en los términos prescritos por el Código Civil.”

Conforme a este precepto, tres son los elementos de cuya satisfacción depende la procedencia de la reivindicación, a saber: a) el derecho de propiedad sobre el bien que se pretende reivindicar; b) la posesión del mismo, por parte del demandado y c) la identidad entre el bien reclamado por el actor y el poseído por el demandado. (“REIVINDICACIÓN, ELEMENTOS DE LA ACCION DE.”, extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página 253, Tomo CXXV, materia Civil, Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación).
En torno al primer elemento, obra el contrato privado de compraventa celebrado el catorce de septiembre de mil novecientos ochenta y nueve, por ---------------------- (compradora) y la ------------------------------ (vendedora), el que, se insiste, tanto demandada y  actora acompañaron al presente juicio y que por no haberse objetado, se tiene por reconocido expresamente, surtiendo todos sus efectos, en términos de lo dispuesto por el artículo 335 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado; y con el que se tiene por plenamente demostrado que en esa fecha ---------------------- adquirió en propiedad el lote número----------------------------- con las medidas y colindancia que ahí se asientan, esto es, el bien inmueble que se pretende reivindicar, colmando el primero de los elementos de la acción respectiva.

El segundo de los elementos, esto es, la posesión del bien por parte de también está acreditado, habida cuenta que ésta ejercitó en el presente juicio como acción principal, la acción de prescripción positiva respecto del mismo bien, ostentándose así, como poseedora; y al no existir elemento de convicción en contrario, prueba plenamente el segundo de los elementos de la acción reivindicatoria.

En cuanto a la identidad entre el bien reclamado por la accionante reconvencional y el poseído por su demandado, está  acreditada con la postura procesal de ----------------------, quien, como se ha dicho, demandó la prescripción positiva, lo que importa la satisfacción del requisito que nos ocupa, al tenor de la tesis de Jurisprudencia número 408, proveniente del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible a página 276, Tomo IV, Parte TCC, Octava Época, Apéndice de 1995 que establece: 

“ACCIÓN REIVINDICATORIA, IDENTIFICACIÓN DEL INMUEBLE CUANDO SE HACE VALER COMO EXCEPCIÓN O ACCIÓN RECONVENCIONAL LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. Los inmuebles objeto de la acción reivindicatoria quedan plenamente identificados cuando el demandado hace valer, como excepción o como acción reconvencional, la prescripción adquisitiva, siempre y cuando no niegue en forma expresa la identidad de la cosa demandada y subsidiariamente reconvenga u oponga la usucapión.”
Es así que se colman los requisitos de procedencia de la acción reivindicatoria, la que debe prosperar porque en relación con ella, ----------------------, no opuso ninguna defensa o excepción, pues en su contestación a la reconvención respectiva, se limitó a negar y controvertir la existencia del contrato de compraventa que adujo --------------------------------------.

En las condiciones anotadas lo procedente será revocar la sentencia apelada para en su lugar tener por no probada la acción principal de prescripción positiva, y por tanto, absolver a ------------------------------ de las prestaciones reclamadas en la acción principal; así como decretar la procedencia de la  reivindicación interpuesta en vía reconvencional y, en consecuencia, declarar que ---------------------------------- es propietaria y tienen el dominio del lote número ----------------------------- con las siguientes medidas y colindancias: Al noreste trece metros, ochenta y siete centímetros (13.87 m) con calle ----------- al sureste, veintiún metros con noventa centímetros (21.90 m), al suroeste, nueve metros con setenta y seis centímetros (7.76 m), y al noroeste, veinticinco metros con veinte centímetros (25.20 m); debiendo condenar a ----------------- a la desocupación y entrega de ese inmueble con sus frutos y accesiones, otorgándole para ello un término de quince días, contados a partir de que cause ejecutoria la presente resolución; y, por último, no hacer especial condena en costas por no estar en ninguno de las hipótesis previstas en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Se revoca la sentencia definitiva  pronunciada por la Juez Segundo de lo Civil del Primer Distrito Judicial con residencia en esta Ciudad, el veintinueve de noviembre de dos mi dieciocho, en el juicio ORDINARIO CIVIL, promovido por ------------------ en contra de ----------------- y -----------------------------, expediente número 229/2014, para quedar en los siguientes términos:

SEGUNDO.- “PRIMERO.- La actora -------------------------- no probó su acción de presc-ripción positiva y la demandada -------------------- sí justificó sus excepciones, en consecuencia: SEGUNDO: Se le absuelve de las prestaciones que se le reclaman. TERCERO: -------------------------, sí probó su acción reconvencional de reivindicación, por lo que: CUARTO: Se declara que-------------------------- es propietaria y tienen el dominio del lote número ---------------------------, con las siguientes medidas y colindancias: Al noreste trece metros, ochenta y siete centímetros (13.87 m) con calle -------------, al sureste, veintiún metros con noventa centímetros (21.90 m), al suroeste, nueve metros con setenta y seis centímetros (7.76 m), y al noroeste, veinticinco metros con veinte centímetros (25.20 m). QUINTO: Se condena a ------------------------- a la desocupación y entrega de ese inmueble con sus frutos y accesiones, otorgándole para ello un término de quince días, contados a partir de que cause ejecutoria la presente resolución, SEXTO: No se hace especial condena en costas. NOTIFÍQUESE…”

TERCERO.- Finalmente, en tanto a que las partes contendientes no se opusieron a que su nombre y datos personales se incluyan en la publicación de la sentencia respectiva, en el plazo concedido para tal efecto, no obstante haber sido legalmente notificadas del proveído en el que se les hizo del conocimiento tal circunstancia; por tanto se hace efectivo lo determinado en dicho auto, y como consecuencia  en cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 4 y 63 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de Durango, la presente sentencia estará a disposición del público para su consulta, conforme al procedimiento de acceso a la información, suprimiéndose los datos sensibles que pueda contener el fallo, sin que  tal supresión impida conocer el criterio de este tribunal.

CUARTO.- Notifíquese; y con testimonio de esta resolución devuélvanse los autos originales del juicio principal a su juzgado de origen para los efectos legales correspondientes, y en su oportunidad archívese este toca.
A S Í, lo resolvieron y firmaron quienes integran la Sala Civil Colegiada del Tribunal Superior de Justicia del Estado, Magistrada, Doctora SUSANA PACHECO RODRÍGUEZ (ponente), Magistrado, doctor RAMÓN GIL CARREÓN GALLEGOS y Magistrada, Doctora EMMA GARIBAY AVITIA, por excusa del doctor JOSÉ ISMAEL RIVERA ALVARADO, ante la Licenciada Mayela Domínguez Romero, Secretaria de Acuerdos que da fe.
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